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6 de diciembre del 2024
AI-0229-2024

Señora
Hazel Valverde R., Gerente
BANCO CENTRAL DE COSTA RICA

Estimada señora:


[bookmark: _Hlk175132658]Este informe contiene los resultados y anexos correspondientes al estudio especial[footnoteRef:1] mediante el cual esta Auditoría evaluó el pago de jornada extraordinaria y cuyo objetivo fue verificar el cumplimiento de las disposiciones aplicables al objeto de estudio, el cual está bajo la responsabilidad del Departamento de Pagos y Cobros, de la División Servicios Compartidos. [1:  La auditoría de carácter especial, conocida también como auditoría de cumplimiento, se enfoca en determinar si las actividades se ejecutan de conformidad con las leyes, reglamentos u otras normativas que las regulan, tales como resoluciones, políticas, lineamientos, directrices, códigos, contratos, convenios, u otros criterios considerados apropiados por el auditor. Estas auditorías de cumplimiento pueden abarcar una extensa gama de materias controladas, tales como aspectos de orden contable-financiero, presupuestario, administrativo, económico, estadístico, jurídico, control interno y otras temáticas relacionadas con la fiscalización pública.] 


La actividad de auditoría interna en el Banco Central de Costa Rica se realiza de acuerdo con las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas emitidas por la Contraloría General de la República.

Los resultados obtenidos permiten concluir que el proceso de pago de jornada extraordinaria cumple parcialmente[footnoteRef:2] con las disposiciones aplicables pues se observó lo siguiente: pago de órdenes de alimentación aparentemente improcedentes, según resoluciones de la Sala Constitucional; el método para el pago de órdenes de alimentación se ha gestionado como un gasto ocasional, sin dejar registro de su relación con las labores en jornada extraordinaria; inconsistencias en la definición de funcionario de confianza; falta de mayor detalle en los justificantes de las estimaciones presupuestarias y necesidad de mejora de controles y registros que documenten las razones y la evidencia del trabajo realizado. [2:  Los resultados obtenidos de los procedimientos efectuados por la Auditoría satisfacen algunos de los criterios evaluados.] 


La Auditoría Interna realizó las conferencias técnica y final de este informe con la División Servicios Compartidos y la Gerencia, respectivamente, como parte de la comunicación preliminar de los resultados.

Le solicito disponer que en el plazo de los próximos diez días se registre en el Sistema de la Auditoría Interna ubicado en el Portal Central el nombre de los funcionarios responsables de atender las recomendaciones y sus fechas de implantación establecidas durante las conferencias, las cuales se incluyen en este informe.

Las recomendaciones de auditoría deben tratarse con arreglo a las disposiciones de los artículos 36, 37, 38 y 39, según la Ley General de Control Interno No. 8292 publicada en el periódico oficial La Gaceta 169 del 4 de setiembre del 2002.
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Descripción generada automáticamente con confianza media]Atentamente,
	

Maribel Lizano Barahona
Subauditora Interna


Cc..	División Servicios Compartidos
	División Transformación y Estrategia
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[bookmark: _Toc175151494][bookmark: _Toc175151500]Objetivo

El objetivo del estudio fue verificar el cumplimiento de las disposiciones aplicables al objeto de estudio.

[bookmark: _Toc175151495]Alcance y periodo evaluado

El periodo evaluado comprendió del 01 de enero de 2023 al 30 de abril de 2024.

[bookmark: _Toc175151496]Limitaciones

El estudio no presentó limitaciones que impidieran su ejecución. 

[bookmark: _Toc175151497][bookmark: _Hlk171875559]Generalidades del objeto evaluado

[bookmark: _Toc175151498]El artículo 139 del Código de Trabajo instituye el pago de la jornada extraordinaria, comúnmente conocida como horas extras, la cual se refiere al tiempo adicional que un empleado trabaja más allá de su jornada laboral regular, el cual puede surgir debido a una carga de trabajo inesperada, proyectos urgentes o la exigencia de completar una tarea dentro de un plazo específico, entre muchos otros motivos que se refieran a una situación extraordinaria que amerite laborar más allá de la jornada ordinaria.



Adicionalmente, la Convención Colectiva del BCCR contempla que, producto de la jornada extraordinaria, y bajo ciertas condiciones, se puede reconocer un vale de alimentación.

 

Anualmente, cada dependencia del BCCR provisiona los recursos necesarios para el pago de horas extra y de órdenes de alimentación, dichas estimaciones son parte del presupuesto total que es revisado por la Gerencia, y autorizado por la Junta Directiva, para ser posteriormente aprobado por la Contraloría General de la República. En el 2023, se registraron 10 337 horas extras, cuyo costo fue de ₡375,2 millones, y se efectuaron pagos por órdenes de alimentación por un monto de ₡4,7 millones.



Resumen de resultados

Los resultados de esta evaluación permitieron identificar los siguientes aspectos:

1. La Convención Colectiva establece el pago de la orden de alimentación con motivo de la jornada extraordinaria (art 26), relacionándolo con el reglamento de viáticos de la CGR. En algunas convenciones colectivas este tipo de pagos ha sido declarado inconstitucional, razón por la cual el BCCR debe revisar si puede seguir efectuándolos.

2. Se verificó que el pago de las solicitudes de órdenes de alimentación fue debidamente aprobado por el nivel competente, sin embargo, esos pagos no se vinculan con la jornada extraordinaria que les dio origen, consecuentemente, no fue posible validar su pertinencia y exactitud. 

3. Se determinó que la normativa que rige el pago de jornada extraordinaria para el caso de los empleados de confianza definida en el Código de Trabajo y criterios de la Procuraduría General de la República difiere de lo establecido en el Reglamento Autónomo de Servicios del BCCR y sus Órganos de Desconcentración Máxima (RAS) y la Convención Colectiva (CC) del BCCR.

4. Se determinó que el 65% de los justificantes para los montos que se solicitan en la fase de formulación presupuestaria para el pago de la jornada extraordinaria no permiten validar la razonabilidad de las estimaciones incluidas, considerando los requerimientos mínimos solicitados en el proceso de formulación.

5. Se comprobó que las solicitudes de jornada extraordinaria fueron registradas de manera oportuna, contando con el respaldo presupuestario y la aprobación del pago por parte del superior respectivo; sin embargo, ni en el sistema ni en los archivos de gestión se conservan justificantes sobre las razones que motivaron el uso de dicha jornada ni del cumplimiento del objetivo de laborar en dicha jornada ni de la entrega del producto o trabajo esperado.

6. Se verificó que el cálculo de la jornada extraordinaria se realizó conforme a los criterios normativos vigentes: tiempo y medio para jornada normal; doble para días feriados o libres; que el pago no excediera el límite de 12 horas y 20 salarios base y que no se realizaran pagos por dicho concepto para empleados de confianza. 



[bookmark: _Toc175151499]Conclusión

Los resultados obtenidos permiten concluir que el proceso de pago de jornada extraordinaria cumple parcialmente[footnoteRef:1] con las disposiciones aplicables pues se observó lo siguiente: pago de órdenes de alimentación aparentemente improcedentes, según resoluciones de la Sala Constitucional; el método para el pago de órdenes de alimentación se ha gestionado como un gasto ocasional, sin dejar registro de su relación con las labores en jornada extraordinaria; inconsistencias en la definición de funcionario de confianza; falta de mayor detalle en los justificantes de las estimaciones presupuestarias y necesidad de mejora de controles y registros que documenten las razones y la evidencia del trabajo realizado.  [1:  Los resultados obtenidos de los procedimientos efectuados por la Auditoría satisfacen algunos de los criterios evaluados.] 
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Detalle de hallazgos de auditoría 



		CONDICIÓN

		CRITERIO

		CAUSA Y EFECTO

		RECOMENDACIONES



		1. Improcedencia del pago de órdenes de alimentación



		La Convención Colectiva establece el pago de la orden de alimentación, con motivo de la jornada extraordinaria (art 26), relacionándolo con el reglamento de viáticos de la Contraloría General de la República.

		Con motivo de acciones de inconstitucional presentadas contra la Convención Colectiva de Recope, la Sala Constitucional determinó que el pago de órdenes de alimentación es improcedente[footnoteRef:2], por lo que declaró la nulidad de las disposiciones correspondientes. [2:  Sala Constitucional, Resoluciones N°014949-2021 del 30/06/2021 y N.º 023247-2024,13/08/2024.] 


La vinculatoriedad de las resoluciones de la Sala Constitucional implica que “su observancia será para todos los poderes y autoridades públicas, y para casos futuros similares”[footnoteRef:3]. (Ver anexo 1 con pronunicamientos y opiniones al respecto), lo cual obliga al Banco Central a ajustar su normativa a lo dispuesto por la Sala Constitucional. [3:  Sala ConstitucionaL, Resolución N° 08950- 2013 del 03/07/2013. ] 






		Históricamente el Banco Central ha gestionado las órdenes de alimentación, como un pago ocasional, con motivo de la asignación de labores en jornada extraordinaria, amparado en su Convención Colectiva.

La norma que ha dado sustento al pago de las órdenes de alimentación podría ser inconstitucional, lo que ameritaría realizar los ajustes normativos correspondientes. Además, el monto de estos pagos no puede ser estimado ni relacionado con la jornada extraordinaria que les dio origen.

		R.1 (Prioridad 2) Valorar la suspensión del pago de órdenes de alimentación mientras se obtiene el criterio a la División de Asesoría Jurídica que confirme o descarte la validez de la norma que faculta tales pagos; en caso de que se concluya que el pago es improcedente, el criterio debería indicar cómo actuar con los pagos suspendidos.





		

		

		

		Dirigida a: Gerencia.



		2. Método de pago de órdenes de alimentación



		El monto correspondiente a las órdenes de alimentación se hace efectivo mediante el proceso Gestión de Pagos, procedimiento “Registrar y aprobar pago de facturas”. Las sumas correspondientes se toman de la partida de alimentos y bebidas y los registros no se relacionan con la jornada extraordinaria de la que se derivaron.

		El clasificador por objeto del gasto[footnoteRef:4] establece que la partida de alimentos y bebidas es para la compra de ese tipo de productos; para pagos de naturaleza salarial deben utilizarse las cuentas de la partida 0 de dicho clasificador. [4:  Clasificador del gasto, Ministerio de Hacienda (MH) https://apps.hacienda.go.cr/.] 


		Históricamente el Banco Central ha gestionado las órdenes de alimentación como un pago ocasional con motivo de la asignación de labores en jornada extraordinaria.

No es posible determinar la validez del pago de órdenes de alimentación, puesto que no quedan relacionados con la jornada extraordinaria laborada; además, se podría estar ante un incumplimiento del principio presupuestario de especialidad cualitativa[footnoteRef:5] en caso de que el gasto corresponda a erogaciones de naturaleza salarial, consecuentemente, los registros contables y presupuestarios no reflejan la realidad de dichas transacciones. [5: ] 


		R.2 (Prioridad 2) Revisar la forma en que se ejecuta el procedimiento de pagos de órdenes de alimentación y tomar las acciones que corresponda para que el proceso sea consistente con la correcta clasificación de los registros contables y presupuestarios que se relacionan con el pago de órdenes de alimentación; además, revisar la forma en que se ejecuta el procedimiento de pagos de órdenes de alimentación de manera que estos se correspondan  con la jornada extraordinaria que les dio origen. 

Fecha de atención: Noviembre 2025.



		

		

		

		Dirigida a: División Transformación y Estrategia



		

		

		

		



		3. Funcionario de confianza en el BCCR



		Los artículos 3 y el 35 del Reglamento Autónomo de Servicios (RAS) establecen que ciertos cargos de confianza, como auditores, directores de División y encargados de procesos administrativos, no están sujetos a la jornada máxima de 8 horas del Código de Trabajo. Estos puestos están nombrados a tiempo indefinido. El artículo 2 de la Convención Colectiva (CC) amplía esta clasificación a trabajadores con cargos iguales o superiores a ejecutivos de área o supervisores principales con personal a cargo.





		Código de Trabajo, artículo 143.



Constitución Política, artículo 192.



La PGR[footnoteRef:6] señaló que los empleados de confianza son de libre selección y remoción, no les cubre la inamovilidad; cumplen funciones excepcionales de dirección y asesoría a jerarcas institucionales, lo que justifica su carácter de "personal eventual". Al estar delimitadas las funciones que realizan, la cantidad de puestos debe ser mínima, pues el personal de carrera se encarga de las funciones regulares. [6:  Dictamen No. C-180-2006 del 15/05/2006 (Procuraduría General de la República.] 




		El RAS y la CC del BCCR clasifican como empleados de confianza puestos que, por su naturaleza y el tipo de nombramiento que tienen (a plazo indefinido), no corresponden a la definición legal y jurisprudencial de puestos de confianza.

Se impone a un grupo de empleados una jornada laboral extendida y se le niega el derecho al pago de jornada extraordinaria en los términos que establece el Código de Trabajo.

		R.3 (Prioridad 2) Coordinar los ajustes pertinentes en el RAS, en la CC y en cualquier otro instrumento administrativo que corresponda para alinear la conceptualización institucional de “empleado de confianza” con la establecida en la Constitución Política, el Código de Trabajo y el dictamen No 180-2006 de la Procuraduría General de la República. Es entendido que la recomendación se atenderá con la oficialización de tales ajustes. 

Fecha de atención: Noviembre 2025.



		

		

		

		Dirigida a: División Transformación y Estrategia



		4. Presupuestación de la jornada extraordinaria



		De las justificaciones dadas por los centros gestores del Banco Central en el proceso de formulación, en la subpartida de Jornada Extraordinaria, se observó que solamente 35% de las justificaciones poseían una descripción suficientemente con base en los requerimientos mínimos solicitados en el proceso de formulación y sus guías de estimación



		Normas Técnicas sobre Presupuesto Público (N-1-2012-DC-DFOE) 3.6. Documentación del proceso presupuestario.

Políticas específicas para la gestión presupuestaria en el Banco Central de Costa Rica, P-6b.

		[bookmark: _Hlk181006436]Incumplimiento, por parte de las áreas de negocios de las disposiciones internas sobre formulación presupuestaria.

Imposibilidad de verificar la razonabilidad de las estimaciones en los casos en que no se cuenta con la debida justificación y, por ende, su relación posterior con el consumo del presupuesto de jornada extraordinaria; lo cual dificulta el análisis de la justificación de variaciones del presupuesto y su resultado (sobre o subejecuciones).

		R.4 (Prioridad 2) Incorporar actividades de control para asegurar que las áreas de negocio mejoren los registros de justificación de la estimación de jornada extraordinaria donde se analice la razonabilidad de las partidas. 

Fecha de atención: Setiembre 2025.



		

		

		

		Dirigida a: División Transformación y Estrategia



		5. Archivos de gestión de jornadas extraordinarias



		En el 2023, se generaron 10 337 registros de jornada extraordinaria, el monto representó un aproximado de ₡375 ,2 millones.

La documentación del sistema ERP-SAP-HCM no detalla las razones para la autorización de las jornadas extraordinarias, los criterios utilizados para determinar las razones que motivaron el uso de dicha jornada, el cumplimiento de objetivos y el producto entregado que justifique el pago; tampoco existen referencias que vinculen los registros con los archivos de gestión o labor ejecutada.





		Código de Trabajo, artículo No 139. 



Normas de Control Interno para el Sector Público, 4.4.1 Documentación y registro de la gestión institucional y 4.4.3 Registros contables y presupuestarios.

		El proceso de Remuneración del Personal carece de controles y registros que documenten las razones y la evidencia del trabajo realizado.

Como resultado, no es posible comprobar que las jornadas extraordinarias cumplen con los criterios normativos y que los pagos corresponden efectivamente al trabajo realizado.



		R.5 (Prioridad 2) Documentar en el proceso de Remuneraciones del Personal las actividades de control, que permitan verificar que los colaboradores y aprobadores de BCCR y ODM incluyan en las solicitudes de pago de la jornada extraordinaria, las justificaciones para su uso y la autorización para el pago, de tal forma que haya correspondencia entre el trabajo realizado y el pago generado. 

Fecha de atención: Octubre 2025.

 



		

		

		

		Dirigida a: División Servicios Compartidos
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[bookmark: _Toc175151501]Anexos
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		[bookmark: Anexo1]1

		[bookmark: _Hlk183182239]Pronunciamientos y opiniones sobre efectos de resoluciones constitucionales
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[bookmark: anexo2]


Anexo 1





Pronunciamientos y opiniones sobre los efectos de las resoluciones constitucionales








1. SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JURISTICIA – resolución N° 08950- 2013 (https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0007-582819)





“Es sabido que la eficacia de la cosa juzgada en los procesos constitucionales es doble: hacia el pasado, al igual que en materia civil, y hacia el futuro, pues de lo contrario, las autoridades públicas, en el uso del privilegio de su decisión ejecutoria -del que carecen los particulares- podrían hacer inoperantes las sentencias que recaigan en aquellos procesos, mediante la emisión de nuevas disposiciones o actos similares a los anulados. Es decir, las sentencias en la Jurisdicción Constitucional cumplen una tarea de prevención hacia el futuro, a fin de evitar que futuras decisiones de los órganos públicos puedan lesionar el Derecho de la Constitución.”





“… la Sala Constitucional ha señalado que sus fallos son aplicables a quienes no fueron parte en el expediente pero que están en la misma condición. Fundamentó esta interpretación en los siguientes términos: Lo anterior en razón de la eficacia erga omnes que la ley atribuye a los pronunciamientos de la Sala (artículo 13), que determina que quienes se encuentren en la misma situación que los que recurren en cualquier dependencia de la Administración Pública, deben ser beneficiados -en acatamiento del fallo y al artículo citado- con lo resuelto en la sentencia (sentencia 279-1-98). La vinculatoriedad de las sentencias de la Sala Constitucional no está limitada a la parte resolutiva del fallo, pues lo más relevante son los motivos y razonamientos de la Sala Constitucional. El proceso constitucional no es un proceso de pretensiones, es un proceso para la protección de situaciones jurídicas subjetivas y el control constitucional de las leyes, disposiciones generales y actos subjetivos de las autoridades públicas.”





“… el carácter vinculante de las sentencias de la Sala Constitucional produce efectos más allá de las partes involucradas, pues su observancia será para todos los poderes y autoridades públicas, y para casos futuros similares, según se deriva de sus fundamentos o consideraciones, es decir, de su ratio decidendi y abarca, tanto la interpretación dada por aquella a las normas constitucionales como las infraconstitucionales.”





1. LA VINCULATORIEDAD DE LAS RESOLUCIONES DE LA SALA CONSTITUCIONAL - Dr. Rubén Hernández Valle (https://escuelajudicialpj.poder-judicial.go.cr/Archivos/documentos/revs_juds/rev_jud_92/01-la%20vinculatoriedad.htm)





“…nuestro máximo intérprete constitucional ha señalado que sus fallos son aplicables a quienes no fueron parte en el expediente pero que están en la misma condición. Fundamento esta interpretación en los siguientes términos: “Lo anterior en razón de la eficacia erga omnes que la ley atribuye a los pronunciamientos de la Sala (artículo 13), que determina que quienes se encuentren en la misma situación que los que recurren en cualquier dependencia de la Administración Pública, deben ser beneficiados -en acatamiento del fallo y al artículo citado- con lo resuelto en la sentencia” (Voto 279-1-98).”





“…en los procesos constitucionales, dicho concepto resulta insuficiente, por lo que se hace necesario echar mano al de “vinculatoriedad”, el cual implica el de cosa juzgada, pero al mismo tiempo es jurídicamente algo más.


Dado que en los procesos constitucionales una de las partes que interviene, directa o indirectamente, es el Estado, su participación matiza y modifica los efectos procesales de la cosa juzgada.


Si los efectos de la cosa juzgada no vincularan al Estado en los procesos constitucionales, aquél, mediante la utilización del privilegio de la decisión ejecutoria —del que carecen los particulares— podría hacer inoperante y nugatorias las sentencias que recaigan en aquellos. Para ello, por ejemplo, le bastaría con dictar un nuevo acto o disposición de contenido contrario al anulado, ya sea por el mismo órgano recurrido o por otro diferente.


De allí se deduce que la vinculatoriedad de las resoluciones de la Sala Constitucional es más amplia que la de la cosa juzgada en los procesos civiles, dado que vinculan tanto al recurrente, a los coadyuvantes, a las demás partes si las hubiere, así como a la Administración recurrida y demás órganos y entes estatales. Es decir, tales resoluciones tienen efectos erga omnes.”





1. PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA - C-137-2004 (http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=12501&strTipM=T)





“Es a partir de la sentencia de la Sala Constitucional Nº 04453-2000 de 14:56 Hrs. de 24 de mayo del 2000, que dicho Tribunal, luego de un riguroso y extenso análisis, y desde la óptica del Derecho de la Constitución, estableció la imposibilidad de la negociación colectiva en el Sector Público, como un medio para fijar las condiciones de empleo en dicho sector (…) en la cual se consideró, en lo que interesa, lo siguiente:


 


(…) admitir como compatibles con el Derecho de la Constitución, las convenciones colectivas que negocie la categoría de los empleados y servidores que, no obstante integrar el sector público, rigen sus relaciones por el Derecho Laboral, especialmente en los términos de las definiciones que contienen los artículos 111 y 112 de la Ley General de la Administración Pública, o sea, cuando se trata de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al Derecho común, así como las relaciones de servicio con obreros, trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración y que se rigen por el Derecho laboral o mercantil, según los casos. (…)





Consecuentemente, a partir de mencionado fallo –vinculante erga omnes (artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional)- se anularon las convenciones colectivas de trabajo celebradas en el Sector Público, sus prórrogas y modificaciones, cuando se trata de personal regido por relaciones de empleo de naturaleza pública (estatutaria), es decir, aquellas regidas por el derecho público, y no por el derecho común, en cuyo caso no son inconstitucionales.”





El destacado es del original.





1. PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA - OJ-208-2003 (http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=12209&strTipM=T)





“…a partir de los mencionados precedentes, existe un marco jurisprudencial de índole constitucional, que habrá que observar en lo concerniente al Derecho Colectivo de Trabajo en el Sector Público, y particularmente, al examinar de manera individual las normas de dichas convenciones que resulten cuestionadas ante la Jurisdicción Constitucional. En este sentido, las consideraciones expuestas por la Sala Constitucional en los citados precedentes, en especial las contenidas en la sentencia números 2000-7730, puntualmente sobre los requerimientos que hacen aceptable los alegatos de inconstitucionalidad por violación de los principios antes mencionados, y que en definitiva, en esa oportunidad sustentaron la declaratoria parcial de inconstitucionalidad atribuida a varios artículos de la Convención Colectiva de la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE), resultan, en nuestro criterio, enteramente aplicables a los artículos de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros (INS), que se indican en la consulta. Sin perjuicio del contenido y alcances de la mencionada jurisprudencia, las consideraciones que formula la consultante, sobre la posible violación a los principios de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad, así como a los deberes de austeridad y moralidad administrativas, que se le atribuye a los artículos consultados, resultan atendibles, y por ello, constituyen elementos de juicios que respaldan y hacen aceptable los alegatos de inconstitucionalidad contra dichas normas, si se decidiera la presentación de la respectiva acción de inconstitucionalidad.”





1. Responsabilidad por convenciones colectivas inconstitucionales (artículo de opinión) - María Lourdes Echandi (https://www.crhoy.com/opinion/responsabilidad-por-convenciones-colectivas-inconstitucionales/)





“A pesar de esos pronunciamientos, aún persisten convenciones con beneficios análogos sea por acuerdo expreso o por omitirse su denuncia o renegociación, lo que conforme a la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, es posible considerar que representa un hecho generador de responsabilidad administrativa, por tratarse de conductas u omisiones que redundan en disminución, afectación o perjuicio de la Administración Financiera del Estado o sus instituciones (art. 110). Las conductas pueden dar lugar, también, a la declaración de responsabilidad civil, al disponerse en dicha ley que todo servidor público será responsable civil por los daños y perjuicios que ocasione, por dolo o culpa grave, a los órganos y entes públicos, independientemente de si existe con ellos relación de servicio (art. 114).
Por su parte, la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, establece pena con prisión de tres meses a dos años, al funcionario público que, en representación de la Administración Pública y por cuenta de ella, otorgue o reconozca beneficios patrimoniales derivados de la relación de servicio, con infracción del ordenamiento jurídico aplicable (art. 56).”
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